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La Sección Segunda del 
Consejo Consultivo de Castilla y 
León, reunida en Zamora el día 10 
de mayo de 2007, ha examinado  
el expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como conse-
cuencia de la reclamación presen-
tada por D. xxxxx, y a la vista del 
mismo y tal como corresponde a 
sus competencias, emite, por unani-
midad, el siguiente 

 
 

DICTAMEN 
 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 

El día 12 de abril de 2007 tuvo entrada en este Consejo Consultivo la 
solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación presentada por D. 
xxxxx debido a los daños sufridos en un concierto. 
 

Examinada la solicitud y admitida a trámite con fecha 16 de abril de 
2007, se procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del 
Consejo con el número de referencia 348/2007, iniciándose el cómputo del 
plazo para la emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 53 del 
Reglamento Orgánico del Consejo Consultivo, aprobado por el Decreto 
102/2003, de 11 de septiembre. Turnado por la Sra. Presidenta del Consejo, 
correspondió su ponencia al Consejero Sr. Nalda García. 
 

Primero.- El 22 de junio de 2006, D. xxxxx presenta una reclamación de 
responsabilidad patrimonial ante el Ayuntamiento de xxxxx. En su escrito indica 
el siguiente motivo de la reclamación: 
 

“Encontrándome en la Plaza xxxxx el día 10 de junio de 2006 a las 00:10 
horas, con motivo de un concierto en la misma, y debido a la oscuridad 
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reinante en la misma en ese momento, así como a la existencia indebida de una 
botella de cerveza de litro que se encontraba en el suelo, (percatándome de 
que muchas más se encontraban tiradas por el suelo de la citada Plaza xxxxx 
de xxxxx), sufrí una lesión grave en el tobillo izquierdo a causa de dicha botella, 
estos hechos, (tanto la mala iluminación como la existencia de botellas en la vía 
pública) denotan la falta de diligencia por parte de las autoridades responsables 
del evento, todo ello agravado además porque, aunque se trataba de un 
espectáculo público, éste se llevaba a cabo en un recinto que no fue 
acondicionado ni vigilado de la debida forma, ya que en esta Plaza xxxxx de 
xxxxx está prohibido el consumo de bebidas alcohólicas, además no se llevó a 
cabo ninguna actuación para evitar tanto el acceso como el consumo de dichas 
bebidas alcohólicas, ni para evitar incidentes como el acaecido sobre mi 
persona, por todo esto (…)”. 
 

Solicita 1.220 euros de indemnización por gastos médicos y ortopédicos, 
y por días de baja. Aporta informes del SAMUR y de urgencias del Hospital 
Universitario de xxxxx, así como diversas facturas. 
 

Segundo.- Por escrito de 13 de julio de 2006, la Secretaria de la 
Comisión de Economía y Hacienda solicita un informe técnico sobre la 
reclamación al Director del Área de Educación, Cultura, Deportes y Juventud. 
 

A continuación figura en el expediente un informe del Director de la 
Fundación xxxxx (fechado, posiblemente por error, el 20 de junio de 2006), que 
señala: 
 

 “Que la citada reclamación alude a los daños sufridos en un 
concierto llevado a cabo en la Plaza xxxxx el día 10 de junio de 2006, a las 
00:10 h. Consultada la programación cultural de esas fechas se advierte que 
ese día tuvo lugar en ese espacio un concierto de xxxxx. El citado espectáculo 
se incluía en la programación del 2 Festival Internacional de las Artes de Castilla 
y León. 
 

 »Todas las actividades de ese festival estuvieron organizadas 
directamente por la Fundación Siglo para las Artes de Castilla y León (Junta de 
Castilla y León). 
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 »La Fundación xxxxx y el Ayuntamiento de xxxxx fueron, 
únicamente, instituciones colaboradoras de este Festival”. 
 

Tercero.- El 21 de septiembre de 2006, el asesor jurídico emite un 
informe, en el que se afirma lo siguiente: 
 

“Primero: No existen motivos para inadmitir a trámite la 
reclamación, pues aun cuando el festival estuviera organizado por la Fundación 
Siglo para las Artes de Castilla y León, de alguna manera el reclamante vincula 
la reclamación a un déficit en servicios públicos municipales como los de 
vigilancia y limpieza. 
 

»Segundo: Entrando en el fondo de la cuestión, debe tenerse en 
cuenta que en los procedimientos de responsabilidad de las Administraciones 
Públicas, la carga de la prueba incumbe a quien reclama, y en el supuesto que 
nos ocupa el reclamante no acredita que la lesión se produjera como 
consecuencia de una botella (de cerveza) de litro existente en la Plaza Mayor, y 
por lo tanto, procede desestimar la reclamación, sin entrar en otras 
consideraciones que llevarían a la misma conclusión”. 
 

Cuarto.- El 21 de febrero de 2007 se notifica al reclamante el escrito en 
el que se le traslada el citado informe del asesor jurídico, señalando que servirá 
de base para la resolución administrativa que se dicte y concediendo plazo para 
alegaciones. 
 

El 9 de marzo de 2007, el interesado presenta un escrito en el que 
señala, entre otras cosas, lo siguiente: 
 

“La alegación que se formula, tiene como presupuesto fáctico las 
lesiones físicas sufridas en la citada plaza pública, dentro del recinto y durante 
la celebración del mismo, que todo ello fuese propiciado por la mala iluminación 
del referido recinto además de la nula vigilancia entre otros hechos, y la 
imposibilidad de prueba del hecho de que fuera una botella la que causara la 
lesión, no hace más que reafirmarme en mi posición, ya primero, yo en estado 
de shock y con un recinto a rebosar y sin iluminación así es más que imposible 
probar nada de lo que se pide acreditar, pero es más, si lo que quiere es que se 
acredite la existencia de la botella tengo a más de 20 testigos dispuestos a 
darme sus datos, y hasta una foto de esa misma mañana, pero tras la 
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exposición que le voy a hacer, entiendo que nada de esto es relevante para la 
rectificación e indemnización por un hecho, que además de no tener el deber 
de soportarlo, (nadie que va a ver un concierto quiere salir en ambulancia del 
mismo) se produce en un lugar público y durante la celebración de un 
espectáculo organizado por la Administración”. 
 

Quinto.- El 12 de marzo de 2007, la Secretaria de la Comisión de 
Economía y Hacienda informa que la alegación presentada por el interesado el 
9 de marzo “ha de ser considera extemporánea”. 
 

Sexto.- Con fecha 13 de marzo de 2007, la Comisión Informativa de 
Economía y Hacienda del Ayuntamiento emite la propuesta de resolución en el 
sentido de que, en concordancia con el informe jurídico señalado, procede 
desestimar la reclamación. 
 
 

En tal estado de tramitación se dispuso la remisión del expediente al 
Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
 
 

II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente, con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.h),1º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, correspondiendo a la Sección Segunda emitir el 
dictamen según lo establecido en el punto 4º, regla C), por analogía con la 
regla B), apartado a), del Acuerdo de 30 de octubre de 2003, del Pleno del 
Consejo, por el que se determina el número, orden, composición y 
competencias de las Secciones. 
 

2ª.- El procedimiento se ha instruido con arreglo a lo previsto en los 
artículos 139 a 144 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, desarrollados por el Reglamento de los procedimientos de las 
Administraciones Públicas en materia de responsabilidad patrimonial, aprobado 
por el Real Decreto 429/1993, de 26 de marzo. Debe precisarse, sin embargo, 
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que en el escrito que concede el trámite de audiencia al interesado debió 
informarse a éste de los demás documentos obrantes en el expediente, no sólo 
del informe del asesor jurídico. No obstante, cabe considerar que no se ha 
producido indefensión. 

 
Respecto a la afirmación del informe de 12 de marzo de 2007, de la 

Secretaria de la Comisión de Economía y Hacienda, de que la alegación del 
interesado había de ser considerada extemporánea, ha de advertirse que pese 
a haberse presentado fuera del plazo concedido, sí ha de tomarse en 
consideración, en virtud de lo dispuesto en el artículo 76.3 de la Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre. 
 

3ª.- La competencia para resolver la presente reclamación corresponde 
al Alcalde-Presidente del Ayuntamiento, en virtud del artículo 21.1.s) de la Ley 
7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local, en relación 
con el artículo 142.2 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre. 
 

4ª.- El artículo 106.2 de la Constitución establece que “los particulares, 
en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemnizados por 
toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en los 
casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del 
funcionamiento de los servicios públicos”. 
 

La referencia constitucional a la ley debe entenderse hecha a los 
artículos 139 y siguientes de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, a la que 
además se remite el artículo 82.1 de la Ley 3/2001, de 3 de julio, del Gobierno 
y de la Administración de la Comunidad de Castilla y León. 
 

Conforme a la jurisprudencia del Tribunal Supremo (entre otras, 
Sentencias de 1 de marzo, 21 de abril y 29 de octubre de 1998; 28 de enero de 
1999; 1 y 25 de octubre de 1999), así como la doctrina del Consejo de Estado 
(Dictámenes de 27 de marzo de 2003, expte. nº 183/2003; 6 de febrero de 
2003, expte. nº 3583/2002; y 9 de enero de 2003, expte. nº 3251/2002), la 
responsabilidad patrimonial de la Administración Pública exige la concurrencia 
de los siguientes requisitos: 
 

a) La existencia de un daño efectivo, evaluable económicamente e 
individualizado en relación con una persona o grupo de personas. 
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b) El carácter antijurídico del daño, en el sentido de que la 
persona que lo sufre no tenga el deber jurídico de soportarlo, de acuerdo con la 
ley. 
 

c) La imputabilidad a la Administración de la actividad dañosa, es 
decir, la integración del agente en el marco de la organización administrativa a 
la que pertenece o la titularidad pública del servicio o la actividad en cuyo 
ámbito se produce el daño. 
 

d) La relación de causa a efecto entre la actividad administrativa y 
el resultado dañoso, nexo causal que implica la necesidad de que el daño sea 
consecuencia del funcionamiento normal o anormal de un servicio público o 
actividad administrativa en relación directa e inmediata. 
 

e) Ausencia de fuerza mayor. 
 

f) Que no haya transcurrido un año desde el momento en que se 
produjo el hecho causante. 
 

5ª.- El asunto sometido a consulta versa sobre la reclamación 
presentada por D. xxxxx debido a los daños sufridos en un concierto. 
 

El interesado ha ejercitado su derecho en tiempo hábil, de acuerdo con 
lo establecido en el artículo 142.5 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, esto 
es, antes de transcurrir un año desde la fecha del hecho causante. 
 

6ª.- Este Consejo entiende, a la vista de la documentación obrante en el 
expediente, que ha de desestimarse la reclamación. 
 

Debe tenerse en cuenta, con independencia de cualquier otra 
consideración, que la documentación obrante en el expediente no basta para 
tener por probados los hechos en los que el interesado basa su reclamación. Sí 
aparece constatada la producción de un daño al reclamante el 10 de junio de 
2006, consistente en un traumatismo en el tobillo izquierdo, y queda probado 
que fue atendido en urgencias del Hospital Universitario de xxxxx y por el 
SAMUR en la Plaza xxxxx. Pero no hay prueba suficiente de las circunstancias 
concretas que dieron lugar a la lesión; no sólo de que ésta fuera causada, en 
cierta medida, por una botella de cerveza, sino de las demás circunstancias que 
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rodearon el suceso. Sin estos datos, cuya cumplida acreditación incumbía al 
reclamante, no es posible imputar la responsabilidad a la Administración. La 
alegación final efectuada por el reclamante el 9 de marzo de 2007, en el 
sentido de que “si lo que se quiere es que se acredite la existencia de la botella 
tengo a más de 20 testigos dispuestos a darme sus datos, hasta una foto de 
esa misma mañana”, no es suficiente para considerar probadas las 
circunstancias en que ocurrió el hecho, en los términos expuestos. 
 

Por otro lado, no parece que se haya causado indefensión al reclamante 
por no realizarse actos de instrucción probatorios tras haberse efectuado la 
comentada alegación; esto es así no sólo por producirse esa mención a los 
testigos en el trámite de audiencia y no en el escrito inicial como exigiría, en 
principio, el artículo 6.1 del citado Reglamento de los procedimientos de las 
Administraciones Públicas en materia de responsabilidad patrimonial –aspecto 
éste no determinante de modo absoluto para, en su caso, poder admitir una 
prueba testifical–, sino especialmente por el modo genérico en que se alude a 
aquéllos, sin concretar con rigor la petición de prueba testifical. 
 
 

III 
CONCLUSIONES 

 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa: 
 

Procede dictar resolución desestimatoria en el expediente de 
responsabilidad patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación 
presentada por D. xxxxx debido a los daños sufridos en un concierto. 
 
 

No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 
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